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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído, el recurso de apelación interpuesto por el defensor de la coprocesada YINA PATRICIA MARÍN VALENCIA contra el auto interlocutorio proferido el cuatro (4) de marzo del presente año por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda), por medio del cual admitió la demanda de constitución de parte civil presentada por el apoderado de la ALCALDÍA MUNICIPAL DE SANTA ROSA DE CABAL (Rda.), dentro del proceso que según el rito de la Ley 600 de 2000 se adelanta por la conducta punible de Peculado por aplicación oficial diferente donde también figuran como acusados los señores URIEL CARDONA SALAZAR, MARÍA ELENA LÓPEZ COLORADO y MARÍA LORENZA GONZÁLEZ BEDOYA.

2.- PROVIDENCIA
 

La señora juez de primer grado, consideró que el libelo de la demanda presentada por el apoderado judicial que representa los intereses de la Alcaldía del Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), cumplía con todas las exigencias del artículo 48 del Código de Procedimiento Penal y del artículo 75 del Código de Procedimiento Civil. En consecuencia, corrió el respectivo traslado a las partes demandadas para ejercer su derecho de defensa y dispuso dar el trámite señalado en las normas procesales penales y civiles en tanto que no se opusieran al proceso penal. En lo que hacía con los medios probatorios solicitados por el actor, señaló que en el momento procesal pertinente se decidiría al respecto.

3.- RECURSO

El un lacónico escrito, el defensor de la señora MARÍN VALENCIA se alza en contra del auto proferido en la búsqueda de su revocatoria, por considerar que la demanda admitida carece de los requisitos exigidos por el artículo 48 del C.P.P -Ley 600 de 2000- en sus numerales 6 y 8 -sic-, referentes a la cuantía de la indemnización que se reclama, dado que en el libelo presentado no se señala el valor del presunto desmedro que sufrió la administración municipal. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para desatar el recurso por haber sido interpuesto por una parte con interés legítimo para hacerlo, por ser concedido en debida forma en la instancia dada la naturaleza del asunto a definir -art. 49 Ley 600 de 2000
- y por tener la facultad funcional en atención a la que determinación de primer grado la profirió un Juez Penal del Circuito con sede en este Distrito -art. 76.1 ibidem-.

Como se recordará, en ocasión anterior esta actuación ya había arribado a esta colegiatura para desatar el recurso vertical interpuesto por los representantes de otros procesados, contra la decisión mediante la cual la señora falladora de primer grado no encontró óbice alguno a la actuación simultánea en calidad de parte civil de la Contraloría General de la República como ente que en cumplimiento del mandato constitucional debe velar por la recuperación de los recursos públicos malversados, y de la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.) presuntamente perjudicada de manera directa con el accionar de quienes han sido radicados en juicio criminal. 

En esa ocasión el Tribunal avaló la determinación tomada.

4.1.- Problema jurídico planteado

A la hora de ahora, cuando ya hubo pronunciamiento en la instancia admitiendo la demanda de parte civil interpuesta a nombre del ente territorial referido, corresponde a este juez colegiado dictaminar sobre el grado de acierto o desacierto contenido en esa determinación.

4.2.- Solución al debate

El asunto propuesto por el abogado apelante, fue desarrollado de manera sucinta refiriéndose al incumplimiento de los requisitos exigidos en los numerales 6 y 8 del artículo 48 de la codificación adjetiva de 2000. No obstante hablar el recurrente de numerales, el artículo no trae esa numeración sino que está integrado por incisos; sin embargo, existe claridad en que el reproche que efectúa en cuanto se refiere al hecho de no haberse enunciado en la demanda el monto así sea estimativo de la indemnización que se pretende cobrar.

Hay que decir, en primer término, que una posición de esa estirpe, desconoce que hoy por hoy el interés de la parte civil no se concentra exclusivamente en la búsqueda de un resarcimiento de índole económico, sino que además lleva aparejado el interés legal y constitucional de ver materializados otros ideales como la efectiva administración de justicia y el esclarecimiento de la verdad, elementos todos integrantes de la triada que establece los derechos de quienes han sido afectados por la comisión de una conducta punible. 

Así lo han entendido las altas cortes, tal como se observa en el siguiente extracto jurisprudencial:

“De otra parte, a partir de la sentencia C-228 de 2002, la Corte Constitucional estableció que la institución de la Parte Civil no se reduce al objeto exclusivo de obtener una reparación de tipo patrimonial, sino que los derechos a la dignidad humana, al acceso a la administración de justicia, al buen nombre y a la honra (artículos 2°, 12, 15, 21 y 229 Constitución Política), así como los principios constitucionales de participación y del efectivo restablecimiento del derecho (artículos 1 y 250 ib.), le otorgan como objetivos primordiales dentro del proceso penal, el legítimo interés de adjudicarse para sí la protección en sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación económica del daño”.

Adicionalmente, se ha dicho que esas pretensiones pueden ser independientes, autónomas y no concurrentes, puesto que no es de la esencia de la parte civil que se persiga por esa vía el reconocimiento de una pretensión pecuniaria, dado que el interesado puede perfectamente buscar solamente el establecimiento de la verdad y que se aplique justicia en el caso concreto. Es este otro sentido se indicó:

“De acuerdo con lo anterior, la Sala últimamente ha sostenido(6)  que la intervención del titular de la acción civil dentro del proceso penal puede estar determinada por los tres intereses señalados, esto es, por la verdad, la justicia y la reparación, o bien por uno cualquiera de ellos, sin que la pretensión ajena al ámbito exclusivamente patrimonial torne ilegítima su condición de sujeto procesal o imposibilite su intervención en el trámite, siempre que tenga los dos o uno u otro de los restantes intereses que justifiquen su presencia dentro de la actuación penal, como aquí ocurre.”

Ahora bien, como en el libelo introducido por el apoderado de la ALCALDÍA MUNICIPAL DE SANTA ROSA DE CABAL (Rda.) para constituirse parte civil, no se descartar que también exista interés de índole económico, debe decirse que esa parte ha actuado con lealtad en el trámite iniciado y contrario a lo que estima el profesional del derecho que representa los intereses de la acusada YINA PATRICIA MARÍN VALENCIA, el hecho de no haberse señalado de manera específica el monto de la indemnización que se persigue, antes que un vicio se trata de una actitud procesal comprensible en tanto por la naturaleza del asunto en discusión fácil sería pecar por exceso o por defecto al momento de establecer la probable cuantía a reclamar. 

Esa afirmación merece una explicación adicional como se puede apreciar a continuación:

(i)- Acontece que en tratándose de la conducta punible de Peculado por aplicación oficial diferente, no se requiere que exista una apropiación de los dineros o bienes públicos puestos en la esfera de responsabilidad del procesado, basta con que se hayan empleado en otras actividades diferentes a aquéllas para las cuales fueron inicialmente destinados. En esa dirección, en la demanda censurada
 se hizo específica alusión en el acápite de los perjuicios materiales a que debería designarse un perito por parte del despacho -petición específica que aparece en el apartado de las pruebas-  para que los mismos fueran evaluados por cuanto los procesados “si bien desviaron los recursos en su manera de ejecutarlos, también es cierto que no existe prueba de que se hayan apropiado de ellos y en consecuencia, deberá determinarse la manera como afectaron cada una de las partidas presupuestales y los recursos que estaban especialmente determinados para funciones específicas, para determinar la cuantía del perjuicio que se le causó a la Administración…”  

(ii)- En el específico caso de la señora MARÍN VALENCIA, se discriminaron en la demanda de constitución de parte civil los montos cuestionados, por el traslado de la cuenta de Ingresos Corrientes de la nación por  valor de $900’000.000 por el período comprendido entre el ocho (8) de agosto y el veinte (20) de noviembre de 2001; $150’000.000 por un traslado de la cuenta IVA Educación el día diecisiete (17) de agosto de ese mismo  año; $130’000.000 trasladados de la cuenta Fondo Local de Salud entre el siete (7) de diciembre de 2001 y el dieciocho (18) de enero de 2002; $40’000.000 que fueron objeto de traslado desde la cuenta Fondo local de salud en los días once (11) y diecisiete (17) de enero de 2002; y otros $100’000.000 trasladados desde la cuenta Sobretasa a la gasolina el día veintidós (22) de enero de 2002. Como se puede observar, existe una determinación de los movimientos irregulares, pero solamente en la medida en que luego del peritaje pertinente se establezca si se presentó faltante alguno, se podrá hablar de la cuantía de los perjuicios ocasionados.

(iii) Por último, y no por ello menos importante, tal como está reglado lo concerniente con la presentación de la demanda de constitución de parte civil en el artículo 48 del Código de Procedimiento Penal de 2000, en los incisos pertinente, cuando señalan que deberá contener “Los daños y perjuicios de orden material y moral que se le hubieren causado, la cuantía en que se estima la indemnización de los mismos y las medidas que deban tomarse para el restablecimiento del derecho, cuando fuere posible” y “las pruebas que se pretendan hacer valer sobre el monto de los daños, cuantía de la indemnización y relación con los presuntos perjudicados, cuando fuere posible.”; nos está indicando que los aspectos allí mencionados no son una camisa de fuerza y solamente deberán consignarse en la medida en que ello esté dentro de las posibilidades concretas. En esas condiciones, dado que como se advirtió anteladamente, todavía no se sabe a ciencia cierta cuál es la magnitud de los perjuicios que se hubieren llegado a ocasionar con las conductas punibles por las cuales han sido acusados los vinculados, resulta impensable que se exija una prematura estimación de los mismos.

En ese orden de ideas, dado que la demanda de constitución de parte civil, tal como lo estableció la primera instancia, se considera ajustada a derecho, se deberán desestimar los argumentos del apelante y proceder a confirmar el auto por medio del cual se decretó su admisión.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), mediante el cual se admitió la constitución de parte civil a nombre de la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.), que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO
      Magistrado


 


   Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN



  WILSON FREDY LÓPEZ
      
      Magistrado 





    Secretario
� Cfr. fl. 81 del Cuaderno de Parte Civil Municipio de Santa Rosa de Cabal.


� Visible a fl. 86 del Cuaderno de Parte Civil Municipio de Santa Rosa de Cabal.


� “…La providencia que resuelva sobre la demanda de parte civil se apelable en el efecto devolutivo”.


� Cfr. Sentencia de casación del 11-04-2007, Rad. No. 23667, M.P. Dr. Jorge Enrique Socha Salamanca.


� Ibídem.


� Cfr. Fl. 11 Cuaderno de Parte Civil Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal.





Página 5 de 5

